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Auto Nro.                 AI-079 
Proceso:  Ejecutivo 
Demandante:  Jhon Manuel Agudelo Machado y Otros 
Demandado:  Oscar Diego Tobón Amórtegui 
Radicado:  05001 31 03 001 2019 00231 01. 
Asunto:  Resuelve Súplica  

 
 

TTRRIIBBUUNNAALL  SSUUPPEERRIIOORR  

DDIISSTTRRIITTOO  JJUUDDIICCIIAALL  DDEE  MMEEDDEELLLLÍÍNN  

--SSAALLAA  DDUUAALL  DDEE  DDEECCIISSIIÓÓNN  CCIIVVIILL--  

 

             Medellín, veintidós (22) de agosto del dos mil veintidós (2022) 

 

Por escrito presentado en término, fue formulado el 

recurso de súplica por el apoderado judicial que representa los intereses 

de la parte demandada al interior del proceso de la referencia, en contra 

del auto proferido el día ocho (08) de noviembre del dos mil veintiuno 

(2021), por el H. Magistrado Juan Carlos Sosa Londoño, en el trámite del 

recurso de apelación propuesto por éste en contra de la sentencia de 

fecha 18 de diciembre del 2020, por medio del cual el Juzgado Primero 

Civil del Circuito de Medellín denegó las excepciones de aquél 

formuladas en el proceso ejecutivo que se adelantó en contra de su 

poderdante. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. En auto del 8 de noviembre del 2021, el H. 

Magistrado Juan Carlos Sosa Londoño se pronunció sobre la solicitud de 

práctica de pruebas en segunda instancia, peticionadas por el apoderado 

de la parte demandada1, denegando su decreto porque en su sentir los 

medios probatorios no encuadran dentro de los supuestos normativos 

que contempla el artículo 327 del C.G.P, pues se trató de una sentencia 

anticipada en la cual por economía procesal se prescinde del periodo 

probatorio, aunado a que el Juez en primera instancia justificó su 

proceder con la prueba documental aportada, pues aquella era suficiente 

                                                 
1 Relacionadas con una prueba por informe dirigido al Banco Agrario para que indique los 

dineros que han consignado su poderdante en la cuenta del Demandante (A QUO) y la fecha en 
que realizó dichos depósitos, así como la práctica de un interrogatorio de parte para demostrar 
la mala fe de no permitir el pago, ello con el fin de comprobar que ya están a órdenes de la 
Sociedad A quo la totalidad de los dineros objeto de la condena. 
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para dirimir la Litis. Igualmente, indicó que, si el 

peticionario pretendía la terminación del proceso 

por pago con los títulos que estén depositados a órdenes del juzgado, 

deberá dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 461 del C.G.P ante el 

juez de primera instancia.  

 

LA SÚPLICA 

 

    Por encontrar divergencia, la parte demandada -

apelante- recurrió en súplica contra el auto reseñado en precedencia, 

arguyendo que la solicitud probatoria es procedente, porque el propósito 

del recurso de alzada no es sólo finalizar el proceso por pago, sino atacar 

otros aspectos de la sentencia de primera instancia que lesiona los 

intereses de su poderdante, como la condena en costas decretada, toda 

vez que dentro del proceso ejecutivo se ordenó el pago total de la 

obligación, a pesar de que estaban acreditados procesalmente los pagos 

en la cuenta del Banco Agrario, lo que implicaría que las agencias en 

derecho se calculen sobre la totalidad de lo ya pagado, resultando, en 

consecuencia, una tasación injusta, lo que por ahí mismo y por contera 

impide la terminación del proceso en los términos del artículo 461 del 

C.G.P.  

 

Agregó que, en relación con el interrogatorio de parte, 

dicha prueba resulta pertinente porque acreditará que hubo buena fe de 

su poderdante al solicitar la cuenta bancaria para hacer el pago, y la mala 

fe de los ejecutantes para no acceder a dicha petición; medio probatorio 

que fue solicitado oportunamente y que fue denegado en virtud de la 

sentencia anticipada, enmarcándose dicha petición en el numeral 2 del 

artículo 327 del CGP.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- Dispone el artículo 331 del Código General del 

Proceso que, el recurso de súplica, “…procede contra los autos que por su 

naturaleza serían apelables, dictados por el Magistrado sustanciador en el 

curso de la segunda o única instancia, o durante el trámite de la apelación de un 
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auto. También procede contra el auto que resuelve 

sobre la admisión del recurso de apelación o casación y 

contra los autos que en el trámite de los recursos extraordinarios de casación o 

revisión profiera el magistrado sustanciador y que por su naturaleza hubieran 

sido susceptibles de apelación.”. Siendo competente para el trámite de este, 

conforme con el artículo 332 del C.G.P., el “…magistrado que sigue en turno 

al que dictó la providencia, quien actuará como ponente para resolver. Les 

corresponderá a los demás magistrados que integran la sala decidir el recurso de 

súplica.” 

 

2.- En observancia de lo contemplado por estas 

normas, lo primero que corresponde auscultar, de cara a la procedencia 

del recurso, es el carácter de apelable o no de la providencia dictada por 

el Dr. Juan Carlos Sosa Londoño, cometido para el cual es suficiente 

remitirnos a lo dicho por el artículo que pasa de citarse, mismo que, de 

manera concreta, contempla su procedencia, puesto que: “…procede 

contra los autos que por su naturaleza serían apelables, dictados por el 

Magistrado sustanciador en el curso de la segunda o única instancia”.  

 

De lo pretéritamente advertido, refulge palmaria la 

procedencia del recurso de súplica, por cuanto el Magistrado 

Sustanciador denegó el decreto de unas pruebas solicitadas en segunda 

instancia, encajando, por tanto, dentro de las situaciones fácticas pasibles 

de ser variadas por la senda del recurso de súplica.  

 

3.- Caso concreto: Iniciemos precisando que, como 

pasará a exponerse en la forma que sigue, el auto objeto de súplica será 

confirmado, ello, en armonía con las consideraciones que a continuación 

se efectúan. 

 

3.1 En primer lugar y, por cuanto nos enfrentamos a 

un asunto eminentemente taxativo, debemos remitirnos al cúmulo de 

circunstancias que el legislador, en su libertad de configuración 

legislativa, contempló como apelables, disciplina legal que encuentra 

recibo en el artículo 321 del Código General del Proceso, veamos:  
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“También son apelables los siguientes autos 
proferidos en primera instancia: 
 

1. El que rechace la demanda, su reforma o la contestación a cualquiera 
de ellas. 
 
2. El que niegue la intervención de sucesores procesales o de terceros. 
 
3. El que niegue el decreto o la práctica de pruebas. 
 
4. El que niegue total o parcialmente el mandamiento de pago y el que 
rechace de plano las excepciones de mérito en el proceso ejecutivo. 
 
5. El que rechace de plano un incidente y el que lo resuelva. 
 
6. El que niegue el trámite de una nulidad procesal y el que la resuelva. 
 
7. El que por cualquier causa le ponga fin al proceso. 
8. El que resuelva sobre una medida cautelar, o fije el monto de la 
caución para decretarla, impedirla o levantarla. 
 
9. El que resuelva sobre la oposición a la entrega de bienes, y el que la 
rechace de plano. 
 
10. Los demás expresamente señalados en este código.” 

 

Con apego a la anterior disposición normativa y, sin 

resquicio de duda, debe dejarse en claro que, el criterio instrumentalizado 

por el Dr. Juan Carlos Sosa Londoño para rechazar las pruebas 

pretendidas en segunda instancia,  encuentra eco en la Sala Dual, ya que 

de ninguna manera es viable adoptar la interpretación pretendida por la 

parte apelante, lo anterior, por cuanto el numeral de la norma procesal a 

estudio, es de tal claror, que cierra el paso a interpretaciones diversas, 

restringiendo la solicitud de los medios probatorios en segunda instancia, 

exclusivamente, si se comprueban los supuestos establecidos en el 

articulo 327 del C.G.P, en este caso, los previstos en el numeral 2 y 3 de 

la normativa en comento, los que como advirtió preliminarmente el 

magistrado acusado, no se reúnen. 

 

De suerte que, independientemente del análisis de su 

conducencia, pertinencia o utilidad de la prueba en si misma considerada, 

los condicionamientos a que se contrae la norma referenciada 

constituyen un insoslayable valladar, no solo para la parte interesada en 

el decreto de la prueba, sino para el funcionario al momento de 
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pronunciarse si la decreta o no, por cuanto debe 

acreditarse los requisitos formales que allí se 

establecen para su procedencia, los que en este caso vale la pena acotar 

no se cumplen.  

 

3.2. Obsérvese que el recurrente pretende desviar la 

atención al señalar que las pruebas pedidas no se pudieron decretar en 

primera instancia porque se dictó sentencia anticipada, sin embargo, 

dicho argumento no se acompasa con la realidad de lo que sucedió en el 

proceso, esto es, se prescindió de los medios probatorios, porque fue el 

mismo demandado por intermedio de su apoderado, quien compelió al 

Juez para que resolviera de fondo el asunto con los documentos que 

obraban dentro del plenario, tal y como se observa en el memorial que se 

allegó el 20 de febrero del 2020: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                             Aunado a que tampoco solicitó dentro del escrito de 

excepciones de mérito el decreto de la prueba por informe dirigido al 

banco agrario, circunstancia que desacredita la configuración de la causal 

prevista en el numeral 3 del artículo 327 ibídem, en tanto el apoderado 

tuvo la respectiva oportunidad probatoria para pedir la prueba en primera 

instancia.  

 

                               En razón de lo anterior, las conductas desplegadas 

por el suplicante sin duda alguna se encasilla dentro del principio de 

“Nadie puede ser escuchado, invocando su propia torpeza”, pues asumir lo 

contrario aparejaría el abuso del derecho propio, estipulación que está 
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expresamente prohibida en el numeral 1 del 

artículo 95 de la Constitución Política; por lo 

tanto, la renuncia implícita que presentó el demandado al decreto y 

práctica de los medios probatorios, no puede ser ahora subsanada en 

segunda instancia, desconociendo los actos propios que conllevaron a 

que el juez se abstuviera de agotar dicha etapa procesal y, por el 

contrario, lo que sí demuestra este recurrente es una conducta 

reprochable y por contera violatoria del principio de lealtad procesal, en 

tanto sin parar mientes en su propio actuar pretende retrotraer sus 

efectos, y obtener un beneficio originado en su actuar silente. Actuación, 

que se rechazará de plano y en consecuencia deberá confirmarse el auto 

proferido el día 08 de noviembre por el Dr. Juan Carlos Sosa Londoño, 

atendiendo a las razones que pasan de exponerse. 

 

                              3.4. Finalmente, a pesar de lo expuesto en los párrafos 

anteriores, y atendiendo a que el fin del recurso de alzada se limita a 

cuestionar la suma objeto de condena en costas, es pertinente advertirle 

a dicho apoderado que los reparos que presente frente a ésta podrá ser 

objeto de cuestionamiento en la oportunidad procesal prevista en el 

artículo 366 del C.G.P. 

 

                               3.5. De otro lado, no habrá lugar a reconocer 

personería al apoderado Adolfo León Gaviria Zapata, en tanto no fue 

acompañado el poder de representación, pues si bien indicó que lo 

anexaba como hipervínculo, lo cierto es que su contenido no se pudo 

avizorar. 

 

De esta manera, y por las razones expuestas el 

Tribunal Superior de Medellín, en Sala Unitaria de Decisión Civil, 

 

RESUELVE: 

  

PRIMERO: Confirmar el auto objeto de súplica 

proferido por el H. Magistrado Juan Carlos Sosa Londoño, el pasado 08 

de noviembre, de conformidad con las razones expuestas en la presente 

providencia. 
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SEGUNDO: Se ordena la devolución del 

expediente por secretaría al Despacho del 

Doctor Juan Carlos Sosa Londoño para lo de su competencia. 

 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 
 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 

 
 
 

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

Magistrada 

 


